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COMUNICACIÓN DE ACUERDO 

SCI-327-10

13 de mayo del 2010

	A:
	MSc. Eugenio Trejos, Rector
Lic. Luis Gerardo Villanueva, Presidente Asamblea Legislativa

MSc. Adriana Retana Salazar, Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial


	DE:
	Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva 

Secretaría del Consejo Institucional 

	
	

	ASUNTO:
	Sesión Ordinaria No. 2660, Artículo 15, del 13 de mayo del 2010. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre Proyecto de “Reforma de varios artículos de la Ley de Tránsito por vías públicas terrestres”, Expediente Legislativo No. 17.485


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió Boleta de Comunicación Ref. 123-10, con fecha 17 de marzo de 2010, en la cual se adjunta copia del oficio SD-98-09-10, de la Asamblea Legislativa, en el que solicitan el criterio con respecto al Proyecto de Ley “Reforma de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres No. 7331 y sus Reformas”, Expediente Legislativo No. 17.485.

2. La Secretaría del Consejo Institucional, mediante oficios SCI-212-2010 y SCI-213-2010, con fecha 25 de marzo de 2010, suscritos por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, remite a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional y al MSc. Hugo Navarro, Director de la Escuela de Ingeniería en Construcción, el oficio SD-98-09-10, de la Asamblea Legislativa, en el cual se les solicita emitir el criterio respecto al Proyecto de “Reforma de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres No. 7931 y Sus Reformas”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 17.485, con el fin de que el Consejo Institucional, pueda pronunciarse sobre el mismo.

3. Con fecha 7 de abril del 2010, se recibe copia del oficio DE-148-10, suscrito por la MSc. Adriana Retana Salazar, Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, ente rector en discapacidad, en el que solicitan que en el análisis de dicho Proyecto se dé importancia al tema “discapacidad” como uno de los ejes indispensables en la búsqueda de la consolidación de una legislación inclusiva y respetuosa de los Derechos Humanos y citan  la legislación nacional vigente en la materia.

Reafirman además, que “el tema de la actual Ley de Tránsito es un asunto delicado y que si no se analiza con calma puede traer consecuencias negativas para toda la población, incluidas las personas con discapacidad.  Sobre este último punto, queremos compartir nuestra preocupación por tres aspectos que consideramos deben ser tomados en cuenta por los legisladores en este espacio de reflexión y análisis cuidadoso al que usted llama.

En materia de discapacidad existen tres aspectos básicos que deben enmendarse:

1.  La autorización para que las unidades de transporte público puedan ampliar su vida útil hasta los veinte años sin definir los mecanismos adecuados para verificar las condiciones de seguridad, comodidad y accesibilidad que requieren todos los habitantes y en especial las personas con discapacidad para el ejercicio del derecho al libre tránsito.  Si no se cambia el texto se podrían generar graves consecuencias sociales e incluso el riesgo de pérdidas de vidas.  El texto que se discute no solo es una violación solapada a la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, sino que pone en riesgo la seguridad de la población al permitirse la circulación de unidades de transporte con tantos años de uso.

2. La eliminación de la sanción al gerente o administrador de un establecimiento que no respete los espacios exclusivos para personas con discapacidad en los estacionamientos, violenta nuevamente los derechos que el Estado costarricense ha garantizado mediante la Ley 7600 a las personas con discapacidad y contradice la Ley 8661 Convención Internacional de Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad y el deber que el estado costarricense a adquirido con su ratificación.

3. Finalmente el artículo 81 de la Ley de Tránsito es restrictivo, por cuanto solo contempla el permiso para que las personas con discapacidad visual (ciegos y baja visión) utilicen el transporte público con sus perros guías.  Lo anterior en detrimento de otras personas con discapacidad que también requieren ese transporte y utilizan otros tipos de animales de asistencia.  Estos animales desempeñan algunas de las funciones y tareas para las cuales las personas con discapacidad necesitan apoyo:  alertan sobre sonidos del medio ambiente, impulsan sillas de ruedas, recogen o levantan objetos, brindan apoyo para la pérdida de equilibrio.  Su empleo mejora la calidad de vida de la persona preservando el equilibrio físico y mental, propiciando la recreación, disminuyendo el estrés.  Por lo general se utilizan perros labradores y pastores alemán, pero para otras labores de apoyo específicas se utilizan además conejos y tortugas para este tipo de asistencia.

Está claro que las y los diputados, representan a todos los ciudadanos y las personas con discapacidad forman parte del 100% de la población, no son un porcentaje aparte, una clase diferente de ciudadanos.  Dejar el texto del proyecto como se encuentra en la actualidad no permite hacer efectiva la ciudadanía de las personas con discapacidad e imposibilitan a la sociedad de beneficiarse de las aportaciones que este colectivo puede hacer para la construcción de una Costa Rica desarrollada en el siglo XXI.  A su vez exteriorizamos nuestro compromiso hacia este proceso de reformas y quedamos a su disposición para cualquier elemento que podamos aportar”.

4. Con fecha 13 de abril de 2010, la Secretaría del Consejo Institucional, recibió el oficio SCI-225-2010, de  08 de abril de 2010, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite  criterio legal, que en lo conducente señala:
“Que el citado Proyecto de Ley ha sido extremadamente debatido en las últimas fechas en todas las esferas de nuestra sociedad, y teniendo en cuenta que por disposición constitucional la Universidad opera como “Conciencia lúcida de  la sociedad”, no puede abstraerse de opinar sobre un tema tan relevante a nivel nacional, justamente por la apertura que la caracteriza y por su reconocida función de ofrecer soluciones a la sociedad, a través de su labor eminentemente docente, desde esta arista, debe por tanto el Instituto Tecnológico de Costa Rica, rescatar como punto medular proceder a apelar al criterio de los integrantes del Parlamento, a efecto de que reconsideren en beneficio de la ciudadanía costarricense una redefinición de las sanciones contenidas en el presente Proyecto de Ley, que si bien es cierto tutela una materia de importancia trascendental para el país, como es la normativa referente a la temática de tránsito en las vías nacionales, en razón de eventos dolorosos que últimamente han enlutado muchos hogares costarricenses, no puede dejarse de lado el tener presente que la normativa que se pretende aprobar debe mostrar total apego a la totalidad del universo normativo, y por ello la Institución debe manifestarse en lo que atañe a la rigurosidad y desproporcionalidad con que las sanciones y multas se pretenden imponer a todos los costarricenses, tanto desde el punto de vista pecuniario como de los restantes procesos que devienen de acciones de naturaleza jurisdiccional, mismos que no revisten ni la razonabilidad ni la proporcionalidad esperadas toda vez que se tornan muy gravosas para los perjudicados, aspecto que debe ser revisado a lo interno de la Asamblea Legislativa, ello para que guarden congruencia con la Resolución Res: 2000-10826 emanada de la Sala Constitucional y contenidas en el Exp: 00-004004-0007-CO, y dada en San José, a las catorce horas con cincuenta y nueve minutos del seis de diciembre del año dos mil…”

5. Con fecha 13 de abril de 2010, la Secretaría del Consejo Institucional, recibió oficio CON-165-2010, suscrito por el Ing. Hugo Navarro Serrano, MSc. Director de la Escuela de Ingeniería en Construcción, y dirigido al señor M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remiten las observaciones realizadas a la Propuesta de “Reforma de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres No. 7931, y sus Reformas; que en lo conducente dice:

“A continuación presentan un resumen de las observaciones, siguiendo el mismo orden cronológico en que aparecen los artículos en la propuesta:

Artículo 7: Se propone que el responsable civil ante cualquier eventualidad, sea el conductor y no el propietario del vehículo, lo anterior porque el vehículo es un instrumento de transporte, el cual responde al criterio de conducción del piloto, por tanto es responsabilidad directa del mismo.  Además el conductor es el responsable de verificar la calidad o condiciones en las cuales se encuentra el automotor (o reportar las mismas en el caso de no ser el propietario), y de su comportamiento en las vías.

Artículo 13-  En el caso de los reportes de cambios en el vehículo, estos son responsabilidades del propietario y NO de los talleres que realizan los mismos.  Lo anterior, porque los talleres prestan un servicio y como tal, no tienen injerencia ante un bien del cual no son propietarios.

Artículo 19.  La definición de “Revisión Técnica”, debe ser colocada en el apartado de definiciones, esto con el fin de dar un ordenamiento lógico al documento.

Sumado a lo anterior, y dado que en este artículo se establece que “En la estructura tarifaria deberá incorporarse un canon para la fiscalización del servicio y para crear un fondo de investigación y de apoyo a los colegios técnicos profesionales que imparten mecánica ligada al campo automotriz y a  la investigación  universitaria, en los campos de mecánica automotriz, contaminación ambiental y seguridad vial”, se hace necesario indicar cuál es el porcentaje a percibir en el tema de investigación y fiscalización para que tanto los colegios técnicos como las universidades puedan desarrollar investigación en el tema.  En ese sentido consideramos apropiado que ese porcentaje sea de al menos un 2% sobre el monto de cada Revisión Técnica.

Artículo 86.  En cuanto a la rotulación y señalamiento tanto vertical como horizontal en las vías, la colocación de las mismas deberá obedecer a las condiciones particulares de sitio, o en función de los requerimientos técnicos contenidos en los planos y especificaciones de las vías en cuestión.  Por las características de la infraestructura vial del país, resulta muy difícil estandarizar los criterios de señalización, por ejemplo la ubicación de la línea de frenado en el caso de intersecciones donde el conductor tenga que detenerse.
Artículo 136.  En cuanto a la multa del 17% del salario base mínimo, ésta también debe aplicarse a aquellos conductores de vehículos pesados que transitan por el carril izquierdo, en vías en las que se cuenta con dos o más carriles y en las cuales tienen posibilidades de transitar por el carril derecho.  Esto con el fin de evitar que otros vehículos incurran en falta al tratar de adelantar por el carril derecho.
Comentarios Generales:

Consideramos que la sección de definiciones, que se encuentra en el Capítulo VIII del documento en cuestión, debe ir ubicado como título 1, al inicio del mismo, ya que de esta manera se le brinda al lector una orientación preliminar de las temáticas a desarrollar en el documento.

Por otra parte, consideramos fundamental el retomar el tema de una valorización de la licencia de conducir, en función de una cantidad determinada de puntos.  La idea es partir de una escala de 100 puntos y que éstos puedan ser disminuidos en razón del incumplimiento y comisión de alguna falta, hasta que el conductor tenga que ser sancionado con la suspensión de la licencia.  Debe de establecerse con claridad la posibilidad de que si la falta que se comete es subsanable (por ejemplo circular con una luz quemada), el conductor tenga la posibilidad de recuperar los puntos perdidos, todo de acuerdo a la reglamentación que se defina para tal efecto.  Es importante indicar que aquellas faltas que tengan como consecuencia poner en peligro la seguridad de las personas no tienen posibilidad alguna de recuperar los puntos perdidos.

Las modificaciones que se promueven a la Ley de Tránsito deben promover el cumplimiento de los alcances de la Ley 7600, para garantizar a los ciudadanos con limitaciones la libre circulación por todas las vías nacionales”.

6. La Secretaría del Consejo Institucional, mediante oficio SCI-299-2010 del 03 de mayo de 2010, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez S., Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, se solicita el respectivo criterio técnico del Programa de Alcoholismo y Drogodependencia del Departamento de Trabajo Social y Salud, acerca del Proyecto de Ley de “Reforma de varios artículos de la Ley de Tránsito por vías públicas terrestres”, Expediente Legislativo No. 17.485, con el propósito de contar con criterio especializado en aspectos de alcoholismo y drogodependencia.

7. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 10 de mayo de 2010, recibe memorando TSS-PAD-06-2010, suscrito por el Dr. German Araya Jiménez, Coordinador del programa de Alcoholismo y Drogodependencia, en el que se emite el criterio técnico en lo referente al uso, abuso y adición de sustancias, primordialmente alcohol.

8. Desafortunadamente el uso y abuso de alcohol, es responsable de problemas como accidentes de tránsito, de salud, problemas familiares y laborales, entre muchos otros.  La respuesta conductual que el individuo tiene ante la cantidad de licor ingerida varía por múltiples factores por lo que podemos decir que el alcohol afecta a cada persona en forma diferente”.
9. Uno de los riesgos a largo plazo que puede entrañar el consumo frecuente de alcohol, es que puede generar dependencia.  Por otra parte, el uso prolongado de alcohol genera a mediano plazo daño en órganos como:  cerebro, corazón, páncreas, estómago e hígado (llegando a producir en este último daño severo e incluso cirrosis) y puede resultar en daños físicos y psicológicos severos, además de los daños sociales resultantes como por ejemplo, el deterioro de las relaciones sociales primarias (familia, amigos, etc.) También el consumir una dosis muy alta de alcohol en un período muy corto de tiempo, puede causar la muerte por intoxicación alcohólica aguda.  Dicho lo anterior y aunado a la incidencia en los accidentes de tránsito, el problema del consumo del alcohol asociado a la conducción, es un problema de alcance nacional, cuyo resultado en nuestra sociedad es el creciente número de víctimas mortales y lesionados permanentes o con gran impacto en sus cuerpos y mentes.  Por ello, la Universidad no puede aceptar la propuesta de este proyecto en algunas de  las reformas pretendidas, justamente porque lo que está en juego es la seguridad y la vida de los y las ciudadanas.

10. El proyecto, pretende afianzar sus consideraciones en los principios de razonabilidad y proporcionalidad, pero desde un enfoque del conductor, consumidor, olvidándose de las personas afectadas por sus imprudencias y justificando entonces que es posible la permisividad de pasar de 0.5 a 0.75 gramos de alcohol en sangre, sin hacer un análisis objetivo y comprensivo de que a mayor consumo y mayor grado de alcohol en sangre, se incrementa el riesgo de producir daño a terceros y así mismo si se conduce cualquier tipo de vehículo, esto es evidente, ya que desde concentraciones tan bajas como 0.3 gramos por litro en sangre, ya que hay cambios a nivel emocional y conductual, que reducen la capacidad de respuesta refleja, con lo que la persona afecta y disminuye su tiempo de reacción y respuesta ante cualquier eventualidad.

11. Teniendo por demostrado que el consumo de alcohol incide directamente en la conducción, no podemos traer una ley a la Asamblea Legislativa, bajo la campaña de sacar a los conductores ebrios de las calles, y si lo que se pretende es aprobar una ley con una mayor permisividad en el grado de alcohol  en sangre hasta 0.75, aunque con ello se aumente la probabilidad de accidentes; por lo que la propuesta no es congruente con el objetivo de sacar de las calles a los conductores y las conductoras ebrias.

12. La Universidad, en su obligación de formar una opinión pública responsable e informada, y con la oportunidad de participar en la discusión legislativa a través de estos pronunciamientos debe saber que, independientemente de la libertad personal, está la seguridad colectiva, el derecho a la vida de los demás, y a la obligación de prohibir conductas que la pongan en riesgo. Por ello esta Universidad se opone a la reforma propuesta en el artículo 17 del Proyecto, que dice:

“ARTÍCULO 17.-

Refórmase el artículo 107 de la de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993 y sus reformas, para que en adelante se lea de la siguiente forma: 

“Artículo 107.- Se considera conductor temerario de categoría “A” la persona que conduzca un vehículo en cualquiera de las condiciones siguientes:

a. Bajo la influencia de bebidas alcohólicas, cuando la concentración de alcohol en la sangre sea igual o superior a cero coma setenta y cinco (0,75) gramos por cada litro de sangre, o de cero coma cinco (0,5) gramos por cada litro de sangre si se tratare de un conductor profesional durante el desempeño de su profesión u oficio como conductor. Si el nivel de concentración es igual o superior a uno coma cinco (1,5) gramos por cada litro de sangre, se duplicará la multa correspondiente. 

b. Bajo la influencia de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras sustancias que produzcan estados de alteración y efectos enervantes o depresivos análogos, de acuerdo con las definiciones, los alcances y las características que haya establecido al respecto el Ministerio de Salud. 

c. Circule en cualquier vía pública con treinta (30) kilómetros por hora o más de exceso sobre el límite de velocidad, siempre que no alcance los ciento cincuenta (150) kilómetros por hora y que no se trate de competencias de velocidad ilegales denominadas piques. 

d. En carreteras de dos (2) carriles con sentidos de vía contraria, al conductor que rebase a otro vehículo en curva, salvo que el señalamiento vial horizontal o vertical lo permita expresamente. 

e. Circule en cualquier vía pública sin haber obtenido nunca una licencia de conducir o un permiso temporal de aprendizaje, o si la misma le es denegada con motivo de una deficiencia física o mental que le imposibilite la conducción de vehículos.” 

Nótese incluso la inconsistencia de este artículo, que le permite a conductores  que no son “profesionales” del manejo, consumir más alcohol. Cuando la pericia en el manejo no depende en el caso de quienes ingieran alcohol, sin son profesionales del manejo o no. Sancionar así no guarda relación con el criterio de razonabilidad ni mucho menos el de sentido común. Pensar que el conductor profesional por serlo, no puede o no debe consumir más de  0.5 gramos de alcohol y manejar, pero el resto de los conductores sí, es un sinsentido.

13. Que la Sala Constitucional ha dicho y así lo cita dicho Proyecto, que el hecho de que se utilice la pena de prisión como disuasoria de las conductas referidas, no resulta en sí mismo desproporcionado11,  Por qué, porque lo que está en juego es la vida y la integridad física de los y las ciudadanas. Por ello, atendiendo la idiosincrasia de nuestro país, el consumo masivo y excesivo que del alcohol se hace, las medidas deben ser más persuasivas, aunado a una reformas educativa que advierta los peligros del consumo del alcohol. La libertad de consumo de alcohol es un acto que cada individuo puede perpetrar, pero si toma, no debe manejar, y así defendemos como sociedad el derecho a la vida, la integridad física y a la seguridad de los y las ciudadanas.”

ACUERDA: 

a. Pronunciarse  en contra  del Proyecto de “Reforma de varios artículos de la Ley de Tránsito por vías públicas terrestres”, Expediente Legislativo No. 17.485; por todas las consideraciones anteriores.

b. Exhortar a la Asamblea Legislativa, que considere las observaciones y recomendaciones emitidas por las instancias técnicas del Instituto Tecnológico de Costa Rica, para lo cual se pone a disposición al personal técnico, según la especialidad requerida.

c. Comunicar este acuerdo a la Asamblea Legislativa.

d. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
BSS/vvl
	ci.  Secretaría del Consejo Institucional 
	Sede Regional San Carlos

	Vic. Administración

Vic. Docencia

VIESA

VIE 

Oficina de Planificación Institucional

Centro Académico San José
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Auditoría Interna

Oficina de Prensa
MSc. Hugo Navarro, Director Escuela de Ingeniería en Construcción

Dr. German Araya J, Coordinador Programa Alcoholismo y Drogodependencia
Centro de Archivo y Comunicaciones
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